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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de enero de 2016. 

I 

El 13 de agosto de 2015 el Ministerio Público presentó una 

denuncia contra el peticionario Leoncio Rivera Ramírez por tentativa de 

asesinato en primer grado, al amparo del Art. 93A del Código Penal 

vigente, y por infringir el Art. 5.05 de la Ley de Armas. Según consta de la 

denuncia, el 16 de enero de 2015 el peticionario Rivera Ramírez 

alegadamente intentó quitarle la vida al señor José Vázquez Quiñonez, al 

agredirlo con un bate en el lado izquierdo de la cabeza. Tales hechos, 

según se indica en la denuncia, le ocasionaron al perjudicado una herida, 

que no le provocó la muerte, pero que requirió que le tomaran 10 puntos 

de sutura. 

La vista que ordena la Regla 6 de las Reglas de Procedimiento 

Criminal, infra, fue celebrada en ausencia del peticionario Rivera Ramírez. 

En ella se determinó causa probable para su arresto y se fijó el pago de 

                                                 
1
 El Juez Ramírez Nazario comparece en sustitución del Juez Ramos Torres. (Orden 

Administrativa TA-2015-003) 
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una fianza. El peticionario Rivera Ramírez nos plantea que, antes de la 

presentación de la denuncia y la celebración de la vista de la Regla 6, el 

agente investigador sabía cómo contactarlo o dar con su paradero, 

pues tenía conocimiento de su nombre, dirección física y número 

telefónico. También surge del expediente que, con anterioridad, el 

peticionario Rivera Ramírez había sido citado personalmente en dos 

ocasiones por el agente investigador, a saber, el 10 y 23 de junio de 

2015. En otra fecha, el peticionario también compareció personalmente 

ante la fiscalía, junto con su representante legal y ciertos familiares, en 

cumplimiento de una citación oral. No está en controversia que el 

peticionario no fue citado para la vista de Regla 6 en la que se 

determinó causa para su arresto.  

Ni del expediente apelativo, ni de la resolución recurrida surgen las 

justificaciones que debió expresar el Ministerio Público al Juez de primera 

instancia para activar el ejercicio de su discreción judicial sobre la 

decisión de celebrar la vista que ordena la aludida Regla 6 en ausencia 

del peticionario Rivera Ramírez o no celebrarla, como lo estableció el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico en Pueblo v. Rivera Martell, 173 D.P.R. 

601 (2008), y lo establece expresamente la referida regla. 

En su alegato en oposición a la expedición del auto discrecional, la 

Procuradora General no niega las aseveraciones hechas por el 

peticionario. Solo expone y discute la normativa jurídica relacionada a la 

solicitud de desestimación al amparo de la Regla 64P de las Reglas de 

Procedimiento Criminal, —pues así intituló el peticionario Rivera Ramírez 

su solicitud de remedio—, y la etapa procesal en la que él la presentó 

ante el foro de instancia. En esencia, la Procuradora General arguye que: 

     De lo anterior se desprende claramente que los delitos por los 
cuales se encontró causa para arrestar al peticionario constituyen 
delitos graves. Por tanto, una moción para desestimar dichos 
delitos al amparo de la Regla 64 (p) de Procedimiento 
Criminal solo procede luego de celebrada la vista preliminar. 
Sin embargo, de los anejos presentados por el peticionario y de la 
resolución recurrida surge claramente que la moción de 
desestimación se presentó luego de celebrada la Regla 6, pero 
antes de la vista preliminar. Por lo cual, dicha moción fue 
presentada de manera prematura, de acuerdo a lo que expresó 
nuestro Tribunal Supremo en Pueblo v. Jiménez Cruz. 



 
 

 
KLCE201501938    

 

3 

 
     […] 
 
     Por ende, resulta evidente que el aquí peticionario, al 
presentársele denuncias por delitos graves, no tiene derecho a 
solicitar la desestimación hasta luego de que se celebre una vista 
de determinación de causa para acusar, entiéndase, una vista 
preliminar. La jurisprudencia ha sido clara al recalcar que los 
errores cometidos en una vista de causa para arresto quedan 
subsanados por una determinación de causa en una vista 
preliminar. Por tanto, la determinación del foro de instancia fue 
correcta en derecho y conforme a la jurisprudencia reiterada 
sobre este tema por nuestro Tribunal Supremo. 

 
La Procuradora General sostiene que la controversia que plantea el 

recurso de autos se ciñe únicamente a la presentación, a destiempo, de la 

aludida ―Moción de Desestimación al Amparo de la Regla 64(P) de 

Procedimiento Criminal‖, que el peticionario instó el 17 de septiembre de 

2015. De este modo, aduce que: 

     [E]ste Tribunal nos ordenó expresar nuestro criterio sobre lo 
resuelto en Pueblo v. Rivera Martell, 173 D.P.R. 601 (2008), 
referente a las razones excepcionales para someter un caso en 
Regla 6 en ausencia del imputado. Ahora bien, dicho caso resulta 
totalmente inaplicable en el contexto que nos ocupa. En nuestro 
caso, la controversia no es si existía justificación para no 
citar al imputado a la Regla 6, sino si procedía una moción al 
amparo de la Regla 64 (p) de Procedimiento Criminal antes de 
la celebración de una vista preliminar, cuando los delitos 
imputados son de naturaleza grave. 
     Si para propósitos argumentativos aceptáramos que no 
existía justificación para no citar al peticionario y que, por 
tanto, no se cumplió con una de las garantías procesales que 
tenía el imputado en la vista de Regla 6, de todas maneras el 
imputado no tendría disponible la Regla 64 (p) en esta etapa 
procesal, puesto que – conforme a la normativa reseñada – 
los errores que se cometen en la vista de Regla 6 quedan 
subsanados por una determinación de causa en la vista 
preliminar. En ese sentido, aplicaría igualmente la conclusión a 
los efectos de que la moción presentada por el peticionario resulta 
ser prematura, y lo que corresponde en derecho es denegar la 
petición de certiorari presentada. 
 
Discrepamos del análisis hecho por la Procuradora General al 

evaluar y apreciar la controversia que presenta este caso. Sus 

argumentos en oposición de la expedición del certiorari son, 

prácticamente, idénticos a los que el foro de primera instancia expuso al 

denegar la solicitud de remedio que oportunamente presentó el 

peticionario Rivera Ramírez. Aunque, como veremos de inmediato, es 

jurídicamente correcto que el mecanismo de la Regla 64(P) de 

Procedimiento Criminal no está disponible antes de la celebración de la 

vista preliminar, realmente lo que el peticionario cuestiona no es si hubo 
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algún error en la determinación de causa para su arresto que amerite en 

esta etapa, y sin haberse celebrado la vista preliminar, la desestimación 

de la denuncia que se presentó en su contra. 

Resolvemos que la verdadera controversia que entraña el 

recurso de autos y que debemos abordar es la siguiente: ¿qué remedio, si 

alguno, tiene un imputado de delito que, encontrándose disponible para 

responder por la comisión de los delitos graves que se le imputaron, es 

privado, sin justificación aparente, de los derechos consagrados y 

estatuidos en la Regla 6 de las Reglas de Procedimiento Criminal y en la 

jurisprudencia normativa que la interpreta?  

Como se sabe, el foro judicial viene llamado a proveer el remedio 

que en derecho proceda, con independencia de la manera como una 

parte haya denominado su petición. Ello es así también, en este caso en 

particular, aunque el magistrado que presidió la vista en ausencia del 

imputado de delito, en las circunstancias indicadas, haya encontrado 

causa probable para su arresto. 

II 

- A - 

 En nuestro ordenamiento jurídico la determinación de causa 

probable para el arresto o citar a una persona para que responda ante los 

tribunales por la comisión de un delito da inicio a la acción penal. Desde 

entonces, el tribunal adquiere jurisdicción sobre la persona del imputado y 

se considera que este queda sujeto a responder por la comisión del delito. 

Pueblo v. Sustache Sustache, 176 D.P.R. 250, 315 (2009); Pueblo v. 

Rivera Martell, supra, pág.608; Pueblo v. Jiménez Cruz, 145 D.P.R. 803, 

809 (1998). 

La determinación judicial de causa probable para el arresto 

constituye una exigencia de índole constitucional, toda vez que el Art. II, 

Sec. 10 de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

dispone que para expedir una orden de arresto es necesaria una 

determinación de causa probable por parte de un magistrado. La 
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Enmienda IV de la Constitución de los Estados Unidos de América 

contiene igual exigencia. Pueblo v. Rivera Martell, 173 D.P.R., en la pág. 

608. Ahora bien, los pormenores del proceso de esta determinación se 

encuentran recogidos en la Regla 6 de las Reglas de Procedimiento 

Criminal, 34 L.P.R.A. Ap. II. Mediante la Ley Núm. 281-2011, y tras lo 

resuelto en Pueblo v. Rivera Martell, supra, la Asamblea Legislativa 

enmendó la citada Regla 6. La versión vigente de esta regla dispone, en 

lo pertinente, que: 

(a) Expedición de la orden. Si de una denuncia jurada o de la 
declaración o declaraciones juradas sometidas con la 
denuncia o del examen bajo juramento del denunciante o sus 
testigos, si algunos, constare que hay causa probable para 
creer que se ha cometido el delito por la persona o personas 
contra quienes se imputa, el magistrado expedirá la orden 
para el arresto de dichas personas, con excepción de lo 
dispuesto en la Regla 7(a). El Ministerio Público tendrá 
discreción para presentar cargos en ausencia a toda 
persona sospechosa de delito cuando entienda que 
existen circunstancias justificadas, excepto: (a) cuando el 
sospechoso comunique por sí o a través de su representación 
legal que está disponible para acudir a la vista de Regla 6 o su 
alzada, en el día y la hora indicada por el fiscal; (b) cuando se 
tenga al sospechoso de delito y esté bajo custodia estatal o 
federal en una institución penal; (c) cuando se tenga del 
sospechoso de delito una dirección física de trabajo o 
dirección residencial en la cual se pueda notificar 
personalmente de la radicación de cargos en su contra. El 
tribunal deberá evaluar la justificación presentada por el 
Ministerio Público para radicar en ausencia antes de 
tomar una determinación. No obstante, la determinación del 
Ministerio Público de que existen circunstancias justificadas 
para someter el caso en ausencia será merecedora de amplia 
deferencia por parte del magistrado. La determinación de 
causa probable podrá estar fundada total o parcialmente en 
una declaración por información o creencia con suficiente 
garantía de confiabilidad. […]. 
 
[…] 
     En esta determinación de causa probable el imputado 
tendrá derecho a estar asistido de abogado, a 
contrainterrogar a los testigos en su contra y a ofrecer 
prueba en su favor. 
 

34 L.P.R.A. Ap. II, R. 6. (Énfasis nuestro.) 
 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió que la validez de la 

determinación de causa para el arresto no depende única y 

exclusivamente de los requisitos de índole constitucional enumerados en 

la Regla 6, a saber, que la orden de arresto sea expedida por un juez; que 

haya una declaración o declaraciones bajo juramento; que exista una 

determinación de causa probable basada en declaración bajo juramento; 
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y que haya especificidad en cuanto a la identidad de la persona a ser 

arrestada. Según el Alto Foro, la Regla 6 contiene otras exigencias y 

consagra ciertos derechos a favor de los imputados, adicionales a los 

que concede la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y 

la Enmienda IV de la Constitución federal. Véase: Pueblo v. Rivera 

Martell, 173 D.P.R., en la pág. 610. 

Así, la Regla 6 dispone que durante la vista de determinación de 

causa probable, el imputado tiene derecho a estar asistido de un 

abogado, a contrainterrogar a los testigos de cargo y a ofrecer prueba a 

su favor. Según el Tribunal Supremo, estos derechos solo pueden 

activarse si la determinación de causa para el arresto se lleva a cabo en 

presencia del imputado. Pueblo v. Rivera Martell, 173 D.P.R., en las págs. 

610-611. 

En Pueblo v. Rivera Martell, supra, al reexaminar con más 

detenimiento la aludida Regla 6 y expresarse sobre su alcance, el 

Tribunal Supremo sostuvo lo siguiente: 

     En el contexto de la Regla 6, supra, precisamente, el legislador 
incorporó unas garantías a favor de los imputados de delito en la 
etapa de determinación de causa probable para el arresto. 
Evidentemente, para poder ejercer estas garantías estatutarias 
los imputados, de ordinario, deben estar presentes. Para esto 
se requiere, sin duda, que se les cite a la vista de 
determinación de causa probable para el arresto. Tal 
requisito es el mecanismo para darle vigencia a los derechos 
conferidos en el tercer párrafo de la Regla 6 (a), supra, y 
constituye una consecuencia razonable de la norma que nos 
requiere suplir las lagunas que surgen de la ley e interpretarla de 
forma tal que guarde armonía y lógica interna. 
     Ahora bien, conocemos que pueden haber circunstancias 
que justifiquen, por vía de excepción, no citar al imputado a 
la vista de determinación de causa para el arresto. Así, por 
ejemplo, se puede justificar la celebración de la vista de causa 
para el arresto en ausencia del imputado cuando – a pesar del 
esfuerzo realizado – la persona no pudo ser localizada. De la 
misma forma, esta medida se podría sostener cuando se 
pretenden realizar arrestos en serie o cuando un operativo haya 
dado lugar a denuncias múltiples que hagan muy oneroso para el 
Estado citar previamente a todos los imputados. Igualmente, 
puede haber ocasiones en las que la seguridad de las víctimas o 
los testigos aconsejan que se celebre el proceso en ausencia del 
imputado o en que este proceder sea necesario para evitar que 
se malogre una investigación en curso. 
     En todas estas circunstancias – que no constituyen un 
listado taxativo de excepciones a la norma general – se 
justificaría no citar al imputado y celebrar en ausencia la 
vista de determinación de causa para el arresto. Sin embargo, 
dado que la determinación de causa probable la hace el 
magistrado, y ya que este tiene la obligación de velar por que no 
se menoscaben los derechos del imputado, es él quien debe 
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decidir caso a caso sobre la necesidad de que la vista se celebre 
en ausencia del imputado. Es decir, es el magistrado quien 
debe pasar juicio y determinar con finalidad la suficiencia de 
las justificaciones ofrecidas por el Ministerio Público para no 
haber citado al imputado a la vista correspondiente. Y es que 
no podía ser de otra forma, ya que para garantizar la aplicación 
de los principios fundamentales en los que descansa nuestro 
ordenamiento, tanto el derecho constitucional como el estatutario 
requieren la intervención de la figura neutral del magistrado. 
[Citas omitidas]. 

[…] 
     Igualmente, aunque el magistrado es quien toma la 
decisión final con respecto a la suficiencia de las 
justificaciones provistas por el fiscal para someter el caso en 
ausencia del imputado, nos parece innegable que este 
funcionario tiene a su haber las herramientas necesarias para 
tomar decisiones acertadas con respecto a ello. Los miembros del 
Ministerio Público, por su experiencia con el día a día en la 
persecución del crimen y por su contacto directo con los agentes 
del orden público, suelen tener un conocimiento abarcador sobre 
la conveniencia y necesidad de citar o no a un imputado de delito 
a la determinación de causa para el arresto. Es por ello que, 
aunque la decisión final recae en el magistrado, la 
justificación que ofrezca el Fiscal al respecto debe ser 
merecedora de amplia deferencia. 
     Claro está, ni el conocimiento más abundante ni la experiencia 
más profusa pueden impedir que el magistrado base la decisión 
final en su propio juicio a la luz de la totalidad de las 
circunstancias. Aceptar otra cosa constituiría un endoso a la 
práctica de despojar al magistrado de una facultad inherente a su 
cargo como encargado de dirigir el proceso de determinación de 
causa para el arresto. A su vez, este resultado le restaría 
herramientas a los tribunales – principales guardianes de las 
garantías estatutarias y constitucionales – para velar que los 
ciudadanos no sean procesados de forma dispar por causas 
contrarias a la ley. 
 

Pueblo v. Rivera Martell, supra, págs. 615-618. 

Ahora bien, los derechos de los que goza el imputado de delito 

durante la vista de determinación de causa probable para el arresto no 

son absolutos.2 Esta vista, según estableció el Tribunal Supremo, y 

conforme se dispuso expresamente en la citada Regla 6, puede llevarse 

a cabo en ausencia del imputado. Ello no significa, sin embargo, que se 

haya validado de plano y en toda circunstancia la presentación de casos 

sin citar al imputado para la vista de determinación de causa para el 

arresto, ni que se haya afirmado que la decisión recae en la absoluta 

                                                 
2 Es decir, aun cuando el imputado de delito se encuentre presente en la vista, 

los derechos en cuestión se ejercitarán de forma limitada. Así, el imputado de 
delito no tiene un derecho irrestricto a contrainterrogar testigos de cargo. Ello 
depende, más bien, de que el fiscal haya sentado a algún testigo para declarar 
en la vista. Por lo tanto, si el fiscal presenta el caso a base de la denuncia o de 
las declaraciones juradas, el imputado no tiene el derecho a exigir que se 
sienten testigos para ser contrainterrogados y sus derechos se limitarán a 
estar asistido por un abogado y a presentar prueba a su favor. Pueblo v. 
Rivera Martell, 173 D.P.R., en la pág. 611; Pueblo v. Irizarry, 160 D.P.R. 544, 
564 (2003). 
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discreción del Ministerio Público. Más bien, lo que el Tribunal Supremo ha 

afirmado, sobre la presencia del imputado o la falta de ella en esta etapa, 

es que los derechos en cuestión se activan solo cuando este se 

encuentra presente en la vista y que, aun así, se ejercitarán de forma 

limitada. Pueblo v. Rivera Martell, 173 D.P.R., en la pág. 611. 

-B- 

 Erróneamente se ha interpretado que contra la determinación de 

causa probable para el arresto por la comisión de un delito grave, el 

imputado puede presentar una moción de desestimación al amparo de la 

Regla 64 (p) de Procedimiento Criminal, 34 L.P.R.A. Ap. II, R.64. Tal 

moción de desestimación solo procede en casos por delitos graves, luego 

de haberse presentado la acusación. La determinación de causa probable 

para el arresto por la comisión de un delito grave no culmina en una 

acusación, sino en un arresto. Dicha determinación no es revisable 

mediante la moción reglamentada en la citada Regla 64 (p) de 

Procedimiento Criminal. Pueblo v. Jiménez Cruz, 145 D.P.R., en las 

págs. 813-814. 

 Una moción al amparo de la referida Regla 64(p), supra, solicita la 

desestimación de una ―acusación o denuncia‖. La acusación se define 

como ―una alegación escrita hecha por un fiscal al Tribunal Superior, en la 

cual se imputa a una persona la comisión de un delito. La primera 

alegación de parte del Pueblo en un proceso iniciado en el Tribunal 

Superior será la acusación. Se firmará y jurará por el fiscal y se radicará 

en la Secretaría del Tribunal correspondiente‖. Id. 

          Por otro lado, la denuncia es definida como ―la primera alegación 

en un proceso iniciado en el Tribunal de Distrito‖. En casos de delitos 

menos graves, la denuncia será la alegación inicial del Estado, y 

posteriormente ese mismo documento se convertirá en el pliego 

acusatorio o en la acusación. En el caso de delito grave, la denuncia es 

solo la alegación inicial que sirve de base a procedimientos 

anteriores al juicio, pero luego será sustituida por la acusación o el 
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pliego acusatorio que servirá de base a las alegaciones del acusado 

y a los procedimientos posteriores, como lo es el juicio. Id. 

 Cuando se imputa un delito grave, no puede presentarse una 

acusación hasta después de que haya recaído una determinación de 

causa probable para ello, como resultado de la vista preliminar celebrada. 

Es entonces cuando se autoriza al Ministerio Público a presentarla. Por lo 

tanto, en un caso por delito grave, la moción de desestimación al amparo 

de la Regla 64(p) de Procedimiento Criminal, supra, no tiene otro efecto 

que el de revisar la determinación de causa probable para acusar hecha 

después de haberse celebrado tal vista preliminar. En consecuencia, no 

puede revisarse, según tal regla, la determinación de causa probable para 

arrestar por un delito grave. Es en los casos por delito menos grave, 

después de que se ha determinado una causa probable para el arresto o 

la citación del imputado, y una vez que se ha presentado como pliego 

acusatorio la denuncia que sirvió de base para tal determinación, cuando 

está disponible al acusado la moción de desestimación de tal denuncia al 

amparo de la Regla 64(p) de Procedimiento Criminal, supra, a los fines de 

revisar dicha determinación de causa probable para el arresto. Id. 

 Por otro lado, la determinación positiva de causa probable para 

acusar, luego de celebrada la vista preliminar, subsana cualquier error 

que hubiese habido en la determinación de causa probable para arrestar. 

En resumen, cuando el delito imputado es de carácter grave, el momento 

oportuno para presentar una moción de desestimación al amparo de la 

citada Regla 64(p) es con posterioridad a la presentación de la acusación 

por tal delito. Id. 

III 

 La solicitud de ―Desestimación al Amparo de la Regla 64P‖ que el 

peticionario presentó ante el foro de instancia estuvo fundamentada en 

que la determinación judicial de causa probable para su arresto fue 

celebrada en su ausencia y que no fue citado a ella. En ese escrito, el 

peticionario adujo que tanto el agente investigador como el ministerio 
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fiscal sabían cómo contactarlo y que, unos meses antes de que se le 

notificara la orden de arresto, había comparecido personalmente a la 

fiscalía y a otras citas con el agente investigador. Sostuvo que al 

celebrarse la vista de determinación de causa probable para el arresto en 

su ausencia, encontrándose él disponible para responder por los 

delitos graves que se le imputaron, se violó su derecho a un debido 

proceso de ley. 

 De la citación emitida por el agente investigador el 3 de junio de 

2015 se desprende que tanto la Policía como el Ministerio Fiscal conocían 

la dirección residencial del peticionario Rivera Ramírez. Esa citación fue 

entregada personalmente al peticionario y así surge expresamente de ese 

documento, pues el peticionario acusó, con su firma, el recibo de la 

citación. También surge del expediente una certificación de empleo, en la 

que se indicaba la localización de la empresa para la que el peticionario 

trabajaba. 

 El foro de instancia denegó el remedio solicitado por el peticionario 

Rivera Ramírez. Como fundamento para la desestimación, el foro 

recurrido adujo que, según lo expuesto por el Tribunal Supremo en 

Pueblo v. Rivera Martell, supra, ―es el magistrado quien debe pasar juicio 

y determinar con finalidad la suficiencia de las justificaciones ofrecidas por 

el Ministerio Público para no haber citado al imputado a la vista 

correspondiente‖. En ningún lugar del expediente surgen esas 

justificaciones. También sostuvo el tribunal en su resolución que la 

solicitud era prematura y que cualquier error quedaría subsanado durante 

la celebración de la vista preliminar pautada para el miércoles, 13 de 

enero de 2016. 

 Aunque el foro de primera instancia goza de amplia discreción 

como encargado de dirigir el proceso de determinación de causa para el 

arresto, y de que sus determinaciones gozan de una presunción legal de 

corrección, de la jurisprudencia apuntada y del texto claro de la citada 

Regla 6, es claro que el magistrado no puede ejercer esa discreción en el 
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vacío. La norma general es que todo imputado de delito sea citado a la 

vista que ordena la Regla 6 y que el Ministerio Público debe explicitar las 

razones para no hacerlo. 

 En Pueblo v. Rueda, 187 D.P.R. 366 (2012) el Tribunal Supremo 

delimitó las implicaciones de lo resuelto en Pueblo v. Rivera Martell y 

sostuvo, entre otras cosas, que ―es el magistrado quien pasa juicio y 

determina la finalidad de la suficiencia de las justificaciones para no citar 

al sospechoso a la vista de causa para el arresto, y no el fiscal, aunque 

las explicaciones de este último sean objeto de amplia deferencia‖. 

También puntualizó que ―aunque la mejor práctica es que el fiscal 

consigne en la boleta de autorización las razones que justifican no citar al 

sospechoso, se puede sostener una determinación de causa para el 

arresto en ausencia si del expediente surge suficiente información 

que permita concluir razonablemente que el magistrado recibió las 

justificaciones en cuestión‖.3 Al distinguir el primer caso con los hechos 

de Rivera Martell, el Alto Foro sostuvo: 

   Nótese que a diferencia de los hechos que motivaron nuestra 
decisión en Pueblo v. Rivera Martell, supra, en el cual el fiscal se 
negó rotundamente a ofrecer las justificaciones particularizadas, 
en el caso de autos el Ministerio Público, desde la primera 
vez en que la defensa levantó su planteamiento, ha brindado 
todas las razones que derrotan el planteamiento en cuestión. 
En particular, el Ministerio Público informó que la acción contra el 
señor Rueda Lebrón respondía a una investigación confidencial 
en la que participaron agentes encubiertos y un informante del 
NIE; que como parte de esa investigación confidencial se 
presentaron 34 denuncias contra 12 sospechosos por 
infracciones a la Ley de Sustancias Controladas – esto es: 
múltiples denuncias –; y que cursar una cita previa al señor 
Rueda León resultaría oneroso al Estado en la medida en que 
afectaría la investigación confidencial y pondría en riesgo la vida y 
seguridad de los agentes encubiertos y del informante del NIE. 
Esas circunstancias justifican la celebración de la vista de 
causa probable para el arresto en ausencia del entonces 
sospechoso, y hoy acusado, pese a que el Estado tuviera la 
dirección residencial de éste. 
 

Pueblo v. Rueda, 187 D.P.R., en las págs. 377-379. (Énfasis nuestro.) 

                                                 
3
 En Pueblo v. Rueda, 187 D.P.R. 366 (2012), la controversia giraba en torno al 

planteamiento de la defensa de que en las denuncias o en la boleta de autorización para 
someter el caso en ausencia no surgían la justificación del ministerio público para no 
citar al imputado a la vista que ordena la Regla 6. En ese caso, en síntesis, el Tribunal 
Supremo resolvió que ―el mero hecho de que la jueza no anotara en las denuncias las 
razones sobre las circunstancias excepcionales [para que el ministerio público no citara 
al imputado de delito], o si el fiscal no las apuntara en la boleta, no significa que la 
magistrada no haya recibido suficiente información que justificara su proceder, o que no 
fuera ella quien dirimió el asunto‖. 
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 A diferencia de los hechos de Pueblo v. Rueda, ni del expediente 

de autos, ni de la resolución recurrida, ni del alegato de la Procuradora 

General surgen las justificaciones que debió explicarle el Ministerio 

Público al Juez de instancia para activar el ejercicio de su discreción 

judicial en esas circunstancias, es decir, en ausencia del imputado, el 

peticionario Rivera Ramírez. Así lo estableció el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico en Pueblo v. Rivera Martell, supra, y lo establece 

expresamente la referida regla. 

Como indicado, en su alegato en oposición, la Procuradora 

General se limitó a señalar que ―si para propósitos argumentativos 

aceptáramos que no existía justificación para no citar al peticionario y 

que, por tanto, no se cumplió con una de las garantías procesales que 

tenía el imputado en la vista de Regla 6, de todas maneras el imputado no 

tendría disponible la Regla 64 (p) en esta etapa procesal, puesto que — 

conforme a la normativa reseñada– los errores que se cometen en la 

vista de Regla 6 quedan subsanados por una determinación de 

causa en la vista preliminar‖.  

 Reiteramos, aunque sea correcto que el mecanismo de la Regla 

64(p) de las Reglas de Procedimiento Criminal no está disponible para la 

defensa, a los fines de revisar una determinación positiva de causa 

probable para el arresto, ya indicamos que el peticionario Rivera 

Ramírez lo que cuestionó fue la celebración de esa vista, en su 

ausencia, sin que hubiera justificación para ello, pues siempre 

estuvo disponible para responder por los delitos que se le 

imputaron. No ha cuestionado otros errores, sino la celebración misma 

de la vista en su ausencia.   

 Resolvemos que el foro de primera instancia erró al no haberle 

reconocido al peticionario Rivera Ramírez su debido proceso de ley al 

no citarlo a la vista en la que se daría inicio a un proceso criminal en su 

contra, aunque se conocía su paradero y previa disposición para 

asistir y colaborar con las autoridades policiacas. Ha influido en 
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nuestro ánimo judicial el hecho de que no se ha ofrecido justificación 

alguna para celebrar la vista en ausencia  —ninguna—, aunque se da en 

este caso la clara excepción contemplada en el texto de la Regla 6:  

[…] El Ministerio Público tendrá discreción para presentar cargos 
en ausencia a toda persona sospechosa de delito cuando 
entienda que existen circunstancias justificadas, excepto: (a) […]; 
(b) […]; (c) cuando se tenga del sospechoso de delito una 
dirección física de trabajo o dirección residencial en la cual 
se pueda notificar personalmente de la radicación de cargos 
en su contra. El tribunal deberá evaluar la justificación 
presentada por el Ministerio Público para radicar en ausencia 
antes de tomar una determinación.  
 

Por consiguiente, procede conceder al peticionario el único 

remedio solicitado.  

IV 

 Por los fundamentos expuestos, se expide el auto discrecional 

solicitado por el peticionario Leoncio Rivera Ramírez. Se deja sin efecto la 

vista de Regla 6 celebrada en su ausencia y se ordena el inicio de la 

acción penal en su contra con la celebración de una nueva vista, en la 

que él tenga la oportunidad de comparecer. 

 Notifíquese inmediatamente por teléfono, fax o correo electrónico, 

y luego por la vía ordinaria.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La Juez Ortiz Flores denegaría la expedición del 

recurso de certiorari en esta etapa de los procedimientos. 

 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


